CNCom., Sala D, 29 de Octubre de 2004. - Inspección General de Justicia c. Insuma S.R.L. s/recurso de apelación  

Dictamen del Fiscal ante la Cámara. – 

1. En la resolución nº 848/04, el Director General del Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal -designado para intervenir en el expediente ante la excusación del Inspector General de Justicia- rechazó la impugnación formulada por Francisco Antonio Maiuli respecto de la inscripción en el Registro Público de Comercio del acta, elevada a escritura pública, en la que se instrumentó la decisión adoptada en la reunión de socios por la que el impugnante fue removido con causa de su cargo de gerente y reemplazado por otro socio; se dispuso la reforma del contrato social y el inicio de acción de responsabilidad contra el removido 24/30.

2. El socio impugnante de la inscripción apeló y fundó su recurso en fs. 37/43.

3. Observo que los temas contenidos en el recurso conducen al análisis de cuestiones vinculadas al ejercicio, por parte de la Inspección General de Justicia, de sus facultades registrales de orden local y que sólo están comprometidos en la causa derechos subjetivos de carácter individual. Nada de ello compromete el interés general por el cual debo velar (art. 120, Constitución Nacional; dict. nº 87.749, en autos: "Inspección General de Justicia c. Teba S.A.", del 27/11/01).

En este marco, considero que el recurso se encuentra en condiciones de ser resuelto por V. E.

Dejo así contestada la vista conferida por V. E. en fs. 61 vta. Buenos Aires, 20 de septiembre de 2004. - Alejandra Gils Carbó.

Buenos Aires, 29 de octubre de 2004. - 1. Francisco Antonio Maiuli apeló contra la resolución administrativa de fs. 23/26 dictada por el Director del Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal, en subrogación del Inspector General de Justicia, en cuanto rechazó el planteo de nulidad de la inscripción impugnada en fs. 1/5 y fs. 7/8 de este cuadernillo (fs. 30/36, contestado en fs. 59/61).

2. Francisco Maiuli impugnó de nulidad la inscripción de la asamblea de socios que dispuso su remoción de la administración, la promoción de acciones en su contra y la reforma del contrato social (artículo quinto o cláusula quinta).

Las impugnaciones vertidas en fs. 1/5 y fs. 7/8 importan un cuestionamiento que finca en las condiciones y habilidad para desempeñar su cargo del actual socio administrador de Insuma S.R.L., Domingo Maiuli y la argüida insuficiencia de mayoría de capital para alcanzar la obtención de la voluntad social.

Tal como refiere la decisión apelada, los cuestionamientos fincan en vicios sustanciales que exceden el control de legalidad efectuado por la Inspección General de Justicia en el expediente nº 78742/13427.

Ese expediente no presenta vicios de procedimiento que afecten la eficacia del acto administrativo allí plasmado, traducido en la inscripción del acta de asamblea cuestionada.

De tal modo, el contenido de tal impugnación excedió el marco administrativo en el cual el mismo fue planteado, pues ese cuestionamiento debe ser ventilado en forma originaria en sede judicial (ley 22.315:5 [EDLA, 1980-355]).

Recuérdese que el control de legalidad propia de la autoridad de registro sólo puede versar sobre el contenido del documento, fundándose en lo que resulta de él, sin que pueda esa instancia de inscripción entrar a considerar otras cuestiones -que podrían denominarse de fondo o intrínsecas- relativas a las relaciones jurídicas entre las partes, a sus desinteligencias o litigios, aunque puedan en definitiva afectar la validez de los documentos y originar su eliminación del Registro (arg. Fernández-Gómez Leo, "Tratado Teórico Práctico de Derecho Comercial", Depalma, t. II, pág. 27 y sig.).

En efecto, el control jurisdiccional reclamado por la impugnante mediante esta apelación, así como las graves consecuencias reclamadas (v.gr. nulidad de la inscripción registral) requieren el marco amplio de fundamentación y debate propio de un proceso judicial, el cual no se ve cumplido en la especie con la vía recursiva que se ensaya ante esta sala.

Ese espectro amplio de conocimiento debe ser el criterio de competencia judicial al cual alude la citada ley 22.315:5.

De tal modo, el impugnante debe encauzar su pretensión dentro del trámite previsto para la acción judicial societaria.

3. Por ello, confírmase la resolución apelada. Notifíquese. Fecho, devuélvase sin más trámite a la Inspección General de Justicia. Actúan los suscriptos de conformidad con lo dispuesto por la Resolución 177/04 del Consejo de la Magistratura y acuerdo del 30-6-04 de esta Cámara. El Dr. Monti no intervine por hallarse en uso de licencia (RJN, 109). - Felipe M. Cuartero. - María L. Gómez Alonso de Díaz Cordero (Sec.: Gastón M. Polo Olivera).

